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En el caso en que usemos esta unidad una vez que haya terminado el periodo de confinamiento y se hayan retomado las actividades 
presenciales, preguntaremos por la situación creada con el covid-19 en pasado, recordando con los y las participantes cómo fue ese periodo. 
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Este documento discute el alcance del derecho a la educación en contextos de acción humanitaria y explora 
algunos de los retos y tensiones de política que enfrentan los Estados y los actores humanitarios para 
garantizar dicho derecho tanto en situaciones de emergencia como en los procesos de transición entre 
emergencia y desarrollo.

El documento parte de dos premisas fundamentales: primero, todo ser  humano es titular del derecho a la 
educación; y segundo, los Estados están obligados a adoptar todas las medidas posibles, hasta el máximo 
de sus recursos disponibles, para respetar, proteger y garantizar dicho derecho en todo contexto y lugar, 
incluidos los contextos y lugares en donde se presentan emergencias.

Estas dos premisas tienen a su vez dos implicaciones fundamentales para el diseño e implementación de 
intervenciones humanitarias. Primera, la titularidad del derecho a la educación no se pierde en condiciones 
de emergencia y por lo mismo no puede ser suspendida.

Por el contrario, el derecho a la educación de las personas viviendo en situación de emergencia demanda 
una especial protección por parte de los Estados dada la situación de amenaza y la especial situación de 
vulnerabilidad a la que están expuestas como consecuencia de la emergencia. Dicha protección especial 
es jurídicamente exigible y demandable ante los Estados con fundamento en el derecho a la igualdad y el 
principio de no discriminación consagrados en normas del derecho internacional de los derechos humanos, 
incluida la Declaración Universal de Derechos humanos (arts. 10 y 26).

La segunda implicación hace referencia al deber de los Estados, en concurrencia con los actores humanitarios, 
de adoptar todas las medidas de política necesarias y adecuadas para garantizar de manera continua la 
protección del derecho a la educación. En todo contexto, la garantía de este derecho debe darse sin poner 
en riesgo el disfrute de los derechos fundamentales a la vida, la libertad, la integridad y seguridad personales 
tanto de las personas en situación de emergencia como del personal humanitario. Tales medidas pueden 
incluir planes de respuesta rápida, por ejemplo, escuelas móviles, como la adopción de planes detallados 
para atender la emergencia y preparar la salida del personal humanitario del terreno. Estas últimas medidas 
suponen el establecimiento de un estrecho vínculo entre las medidas de asistencia humanitaria y las medidas 
de asistencia para el desarrollo y la coordinación entre los actores institucionales responsables de su diseño 
e implementación. 2

En el marco de este documento, la expresión ‘emergencia’ hace referencia a desastres asociados o no 
asociados al cambio climático, a crisis humanitarias asociadas a contextos de conflicto armado interno o 
internacional, y a crisis asociadas con la fragilidad de los Estados para preservar la democracia y/o atender 
las demandas sociales de su población. En los dos casos, dichas emergencias involucran como sujetos de 
especial protección tanto a las personas que quedan atrapadas en zonas de desastres o confinadas en zonas 
de conflicto, como a las personas que se ven obligadas a huir de sus lugares habituales de vivienda y/o trabajo 
con ocasión de dichas emergencias.

Introducción

 1 PhD, Política & Gerencia del Desarrollo, Universidad de Manchester, UK.

 2  El manual humanitario desarrollado por Trócaire (2016) ofrece una guía detallada para desarrollar intervenciones humanitarias. Este incluye 
lineamientos para el diseño e implementación de medidas humanitarias como criterios para determinar la salida de terreno del personal 
humanitario.

Luis Eduardo Pérez Murcia 1
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3 Una definición formal de los conceptos de emergencia y de los principios de acción humanitaria, así como de los distintos sujetos y grupos 
poblacionales que requieren especial protección humanitaria, desbordan el alcance de este documento. Para las personas interesadas se 
sugiere la consulta de Trócaire (2016; 3-7) y Sphere (2018: 10-15; 29-31).

En otras palabras, la acción humanitaria requiere desarrollar acciones específicas tanto para aquellas 
poblaciones que se encuentran confinadas como para aquellas que huyen dentro y fuera de las fronteras de 
sus países.

Esto es, personas internamente desplazadas, refugiadas y en busca de asilo, viviendo tanto en ‘campos de 
refugio’ como en otras formas de asentamiento. 3

Incluida esta introducción, el documento contiene cuatro secciones. Con base en las normas del derecho 
internacional de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario, la sección dos describe 
el contenido mínimo del derecho a la educación que debe ser garantizado en todo contexto, incluidas las 
situaciones de emergencia humanitaria. La sección tres, discute algunas de las posibles tensiones que 
enfrentan los Estados y los actores humanitarios en la protección del derecho a la educación en la denominada 
transición entre intervenciones de emergencia e intervenciones para el desarrollo. El documento termina 
en la sección cuatro con una serie de inquietudes y preguntas para guiar la conversación entre las y los 
participantes del seminario.
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4 Un análisis sistemático del alcance y contenido del derecho a la educación en el derecho internacional  de los derechos humanos puede 
consultarse en Tomasevski (2004) y Beiter (2006).

El derecho a la educación se encuentra explícitamente consagrado en normas del derecho internacional de 
los derechos humanos y del derecho internacional humanitario. Aunque los dos marcos normativos fueron 
originalmente  pensados para operar en contextos diferentes, es posible argumentar que ambos marcos se 
complementan para precisar el alcance y contenido del derecho a la educación.

De un lado, las normas del derecho internacional de los derechos humanos delimitan el alcance y contenido 
del derecho a la educación en contextos de paz, o tal vez mejor plantear, en contextos de no-conflicto. 4

De otro lado, los Convenios de Ginebra y sus Protocolos adicionales prescriben una protección especial 
a la comunidad educativa y a la infraestructura educativa en contextos de conflicto armado interno o 
internacional. Formalmente, el derecho humanitario eleva a la escuela al nivel de bien civil protegido por el 
derecho internacional humanitario y reconoce a los niños, niñas y jóvenes como civiles que gozan de especial 
protección.

La protección del derecho a la educación en las 
operaciones humanitarias.
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Acorde con la normativa humanitaria, no solo el ataque o la destrucción de escuelas constituyen infracciones 
humanitarias. Estas también se presentan cuando cualquiera de las partes en conflicto usa la escuela como 
sitio para resguardarse, armar trincheras o, por ejemplo, cuando se usa a los estudiantes o personal docente 
como escudos humanos. 5 La prohibición de estas y otras conductas, las cuales no solo amenazan el disfrute 
del derecho a la educación de estudiantes en contextos de conflicto armado, sino que además ponen en riesgo 
sus vidas, las de sus familias y el personal docente, se encuentran expresamente prohibidas en Declaración 
sobre Escuelas Seguras. Aunque dicha declaración no tiene el alcance normativo de un tratado internacional, 
resulta relevante para los efectos de este documento porque reitera el compromiso de los países signatarios 
de proteger a los establecimientos educativos y a la comunidad educativa en los contextos de conflicto 
armado. 6

Con fundamento en las normas de derechos humanos y derecho internacional humanitario, además del 
trabajo de interpretación jurídico de las normas del derecho internacional por parte del Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (1999), se puede argumentar que el derecho a la educación supone los 
componentes de disponibilidad, acceso, aceptabilidad y adaptabilidad. 7

Como se planteó en la introducción de este documento, es posible además argumentar que, con fundamento 
en el derecho a la igualdad y el principio de no discriminación, las personas viviendo en condiciones de 
emergencia son titulares de una protección especial del derecho a la educación. Dicha protección especial 
es justamente el fundamento jurídico de la obligación de los Estados, en concurrencia con los actores 
humanitarios nacionales e internacionales, de diseñar e implementar intervenciones humanitarias y de 
desarrollo para proteger el derecho a la educación de quienes se encuentran en situación de vulnerabilidad 
manifiesta. Dicha protección especial se entiende garantizada hasta que los factores que la ocasionaron sean 
superados.

La tabla 1 ilustra algunas de las medidas de respeto, protección y garantía del derecho a la educación que son 
necesarias en contextos de acción humanitaria. Las mismas se fundamentan en una lectura socio-jurídica de 
un amplio conjunto de normas del derecho internacional de los derechos  humanos; las cuales son analizadas 
desde una perspectiva basada en las necesidades de protección del derecho a la educación en contextos de 
emergencia.

5 Un análisis detallado del alcance del derecho internacional humanitario en la protección del derecho a la educación, la protección de 
estudiantes, profesores y personal que trabaja en los contextos educativos, así como la protección de la escuela y otros espacios educativos 
puede consultarse en Hausler, Urban, & McCorquodale, 2012. Véanse en especial capítulos 3-5). Un análisis crítico de las ambigüedades y 
tensiones jurídicas en la protección de la escuela y el personal educativo en contextos de guerra puede consultarse en Bart (2010).

6 Detalles sobre el contenido de la declaración e información sobre los países signatarios puede consultarse en la página web de la Coalición 
Global para proteger la educación de ataques (https://ssd.protectingeducation.org/). Información sobre las conferencias internacionales 
sobre escuelas seguras (Oslo, 2015; Buenos Aires, 2017; y Palma de Mallorca, 2019) también puede ser consultada en este portal.

7 Un análisis detallado del contenido del derecho a la educación y las obligaciones del Estado en  el ámbito del derecho internacional de los 
derechos humanos puede consultarse en Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General No. 13 relativa al 
derecho a la educación (art. 13). 21° período de sesiones, 1999. Documento. E/ C.12/1999/10.
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Formalmente, el contenido de la tabla 1 encuentra sustento normativo en las siguientes normas: Declaración 
Universal de Derechos Humanos (art. 26), Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 18), Pacto  
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art. 13 y 14), Convención de los Derechos del 
Niño (art. 28 y 29), Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (art. 
10), Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (art. 5 y 7), 
Convenio No. 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes (art. 26 al 31) y Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (art.24). 8

8 Existe además un sinnúmero de normas de aplicación regional en las cuales se integra el derecho a la educación; entre otras: la Convención 
Europeo de Derechos Humanos (art. 2), la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (art. XII), y la Carta Africana sobre 
los Derechos Humanos y de los Pueblos (art.17).
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9 Un análisis de los límites y alcances de provisiones en educación como medidas de reparación puede consultarse en Perez Murcia (2014).

Mínimos a observar para el respeto, protección y garantía del derecho a la educación en 
contextos de emergencia

Tabla 1:

COMPONENTE

DISPONIBILIDAD

DISPONIBILIDAD

Alcance de las obligaciones estatales en contextos de emergencia

•	 Disponibilidad de infraestructura educativa. Esta puede tomar la forma de escuelas 
temporales ubicadas en lugares distantes de la zona de emergencia a fin de asegurar la 
protección de la vida y la integridad de la comunidad educativa.

•	 La infraestructura escolar debe estar dotada de servicio de agua potable y espacios 
para atender las necesidades fisiológicas de los estudiantes. En todo contexto, la 
escuela debe proteger la salud de los estudiantes y controlar los posibles factores de 
enfermedad y/o transmisión de virus e infecciones.

•	 Disponibilidad de personal docente ética y pedagógicamente calificado para impartir 
la enseñanza.

•	  Disponibilidad de material didáctico y pedagógico adecuado al nivel educativo que se 
imparta.

•	 Disponibilidad de planes educativos en línea y plataformas de acompañamiento 
a estudiantes en los casos en que la asistencia escolar no sea posible dadas las 
condiciones de la emergencia.

•	 El acceso a la educación tiene componentes sociales, económicos, físicos, y 
geográficos. En toda emergencia, el derecho a la educación debe ser garantizado sin 
discriminación alguna. En casos de conflictos étnicos, por ejemplo, los Estados y los 
actores humanitarios deben adoptar medidas de protección especial para que ningún 
grupo étnico se quede por fuera del sistema educativo. En todo caso, igualmente, 
se debe proteger de manera especial el derecho a la educación de las personas en 
mayor situación de indefensión, como puede ser el caso de niñas y mujeres, personas 
desplazadas internas y refugiadas y otras víctimas de violaciones de derechos humanos.

•	 En materia de accesibilidad económica, la educación debe ser gratuita para toda 
persona en los niveles fundamentales y progresivamente gratuita en los niveles 
de educación superior. Como medida de compensación a las víctimas de violencia, 
educación superior gratuita puede ser una alternativa para asegurar los derechos de 
las víctimas a la reparación. 9

•	 En materia de accesibilidad física y geográfica, la acción humanitaria debe asegurar 
que las escuelas sean accesibles para todas las personas y que se encuentren a una 
distancia razonable a los lugares de vivienda permanente y/o alojamiento temporal para 
las personas viviendo en emergencia. En los casos en que dicha cercanía no sea posible, 
es indispensable la provisión de apoyos financieros para transporte y precauciones 
especiales en zonas contaminadas por minas antipersona y otras municiones bélicas 
sin explotar.
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ACEPTABILIDAD

ADAPTABILIDAD

•	 La aceptabilidad comporta dos elementos fundamentales: disponer de educación 
de calidad y el respeto y protección de los derechos humanos en todos los procesos 
educativos. Frente a lo primero, y como se señaló en la dimensión de disponibilidad, la 
acción humanitaria debe disponer de profesores ética y pedagógicamente calificados 
para ensenar. Dependiendo del contexto de la emergencia, el entrenamiento para el 
personal docente puede requerir formación para atender a estudiantes que han vivido 
actos traumáticos asociados por ejemplo con desastres o con actos de violencia y 
desplazamiento forzado.

•	 Con respecto a la protección de los derechos en el ámbito de la escuela, es fundamental 
que la educación en emergencia y la acción humanitaria no se promocionen como 
medidas de caridad sino como responsabilidades de los Estados y los actores 
humanitarios. En ninguna circunstancia,  los estudiantes pueden ser sujeto de castigos 
corporales o de conductas indebidas por parte del personal docente. Especiales 
precauciones deben adoptarse para garantizar los derechos de niños y niñas víctimas 
de reclutamiento forzado y víctima de violencia sexual.

•	 Finalmente, resulta fundamental que las agencias humanitarias se abstengan de 
hacer uso indebido de imágenes de estudiantes en situaciones  de emergencia para 
promocionar su marca. Cualquier publicidad de los organismos humanitarios debe estar 
regida por los más altos estándares éticos en términos de consentimiento informado y 
en términos de no promover a las víctimas de desastres y víctimas de conflictos como 
seres humanos cuya suerte depende de terceros.

•	 El componente de adaptabilidad está pensado para garantizar la permanencia de los 
estudiantes en el sistema educativo hasta la culminación de sus ciclos escolares. Para 
ello, la acción humanitaria debe disponer de planes específicos para mitigar las causas 
de deserción escolar y adoptar medidas positivas para incrementar la retención de los 
estudiantes hasta la culminación de sus niveles educativos. Medidas de alimentación 
escolar, así como la asignación de medidas temporales de asistencia financiera a las 
familias para transporte, uniformes y útiles escolares pueden contribuir a la retención 
escolar y por ello resulta indispensables su inclusión en la provisión de las operaciones 
humanitarias.

•	  Finalmente, y con fundamento en la Convención de los Derechos del Niño (art. 28 y 29), 
es indispensable que la escuela y la comunidad educativa se adapte a las necesidades 
especiales de aprendizaje de sus estudiantes. Especial asistencia pueden requerir 
personas con discapacidad y para quienes su salud física o mental se ha visto afectada 
por las emergencias o los conflictos armados. La acción humanitaria debería entonces 
disponer de planes específicos para asegurar la adaptación de las escuelas y todas las 
prácticas pedagógicas a las necesidades de todos y todas.

Cabe advertir que, aunque la delimitación del derecho a la educación en contextos de emergencia encuentra 
respaldo jurídico en las normas citadas, persisten algunas brechas en su inclusión en manuales humanitarios. 
Formalmente, la educación no se incluye como parte del derecho a recibir asistencia humanitaria en manuales 
como el desarrollado por el proyecto Esfera. 10 Dicho vacío parece resuelto en la medida en que el manual hace 
explícito que el mismo no incluye todos los aspectos de la acción humanitaria y por ello sugiere que el mismo 
debe ser complementado con estándares desarrollados por organismos pares. Para el caso específico de la 
educación en contextos de emergencia, con los estándares mínimos para la educación establecidos por la 
Red Inter agencial para la Educación en Situaciones de Emergencia. 11

10  “The right to receive humanitarian assistance is a necessary element of the right to life with dignity. This encompasses the right to an 
adequate standard of living, including adequate food, water, clothing, shelter and the requirements for good health, which are expressly 
guaranteed in international law”. Sphere (2018: 30).

11 “The Sphere Handbook does not cover all aspects of humanitarian assistance that support the right to life with dignity. Partner 
organisations have developed complementary standards in several sectors, based on the same philosophy and commitments as Sphere’s. 
These are available through Sphere [] Minimum Standards for Education: Preparedness, Response, Recovery: Inter-Agency Network for 
Education in Emergencies (INEE)”. Sphere (2018: 7).
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Además, como bien reporta Naciones Unidas (2018), los niños y las niñas se encuentran desproporcionadamente 
afectados en las zonas de conflicto armado. En 2017, se intensificaron las acciones armadas y los ataques 
contra niños, niñas, adolescentes, docentes y la infraestructura educativa en la mayoría de países en conflicto 
interno o internacional y en zonas afectadas por acciones terroristas. En muchas de estas zonas, el disfrute del 
derecho a la educación se ha visto gravemente afectado por el reclutamiento forzado de los y las estudiantes 
como lo ilustran los casos la República Centroafricana, la República Democrática del Congo, Somalia, Sudán 
del Sur, Yemen y la República Árabe de Siria, entre otros. En todos estos contextos, la puesta en marcha de 
medidas humanitarias y la garantía del derecho a la educación supone serios retos y riesgos tanto para las 
comunidades como para los actores humanitarios. 12

Como bien ilustran estas y otras emergencias humanitarias, los mínimos de protección y garantía del derecho 
a la educación en contextos de emergencia son frecuentemente inalcanzables por largos periodos de tiempo  
o simplemente ignorados. Dependiendo de factores como la magnitud de la emergencia, la capacidad de 
respuesta de los países en términos técnicos y financieros, la existencia o no de planes de educación 
contingentes, y de la manera en que confluyen o no la acción de los Estados, los agentes humanitarios y 
la cooperación para el desarrollo, las condiciones para garantizar el derecho a la educación pueden estar 
ausentes por varios años e incluso décadas.

El reconocimiento de dichos retos, sin embargo, no significa que el derecho a la educación pueda ser suspendido 
mientras se superan las emergencias. Como se anticipó en la introducción de este texto, la suspensión del 
derecho a la educación en contextos de emergencia tiene serias implicaciones prácticas en materia de 
política educativa que afecta directamente la vida de las personas. La implicación quizás más evidente; pero 
no por ello menos fundamental, es que la educación no puede ni debe esperar hasta que se reconstruya la 
infraestructura educativa o hasta que se superen las condiciones que han dado lugar a la emergencia.

Las experiencias de varios de los países en conflicto mencionados en los párrafos anteriores nos enseñan 
que aquellas personas que pierden el acceso a la escuela producto de la emergencia tienen muy pocas 
probabilidades de retornar a las aulas y frecuentemente se ven atrapadas en trampas estructurales de 
pobreza de las que difícilmente pueden escapar. 13

La educación, como derecho multiplicador por excelencia, como lo reconoce el derecho internacional, abre 
un número infinito de posibilidades. La negación del derecho a la educación, lo cual es mucho más frecuente 
en contextos de emergencia, cierra igual un número infinito de posibilidades. Como bien sugiere Amartya Sen 
(1997, 1999) en sus análisis sobre la educación, las libertades y el desarrollo, la educación nos da la posibilidad 
de hablar en público sin sentir vergüenza y el solo ejercicio de esta libertad contribuye al ejercicio de nuestra 
ciudadanía crítica y activa que nos facilita el acceso a otras muchas libertades.

No morirse de hambre y de enfermedades prevenibles y curables son solo parte de una larga lista de libertades 
fundamentales que todos y todas deberíamos estar en posición de alcanzar si disfrutamos plenamente del 
derecho a la educación. De la forma como se armonicen las intervenciones humanitarias y las políticas de 
desarrollo de mediano y largo plazo dependerá en buena parte que dicha aspiración se haga realidad. Estos 
temas se abordan en el siguiente aparte.

12 UNESCO (2011) ofrece un detallado análisis de los retos de implementar el derecho a la educación en contextos de conflicto armado y 
Boyden & Ryder (1996) ofrecen una guía práctica para implementar el derecho a la educación en contextos de conflictos armados. Véase 
también Trócaire (2016) and Sphere (2018).

13  “Poor people realize that education offers an escape from poverty-but only if the economic environment in the society at 
large and the quality of education improve”. Narayan et al., (2000: 5).
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Cuando una emergencia termina parece ser una pregunta fundamental para determinar el tránsito entre la 
acción humanitaria y la acción para el desarrollo. Responder a esta pregunta no es siempre una tarea sencilla, 
en particular en contextos de emergencias humanitarias prolongadas. Su respuesta, sin embargo, tiene serias 
implicaciones tanto para quienes han vivido la emergencia y enfrentan sus consecuencias, como para las 
personas responsables del diseño de operaciones humanitarias y de desarrollo.

Con respecto a los primeros, y dependiendo de la naturaleza de la emergencia, una salida anticipada de los 
actores humanitarios puede resultar en la pérdida de la vida de los sujetos de la intervención humanitaria y 
menoscabar sus oportunidades de disfrutar los derechos sociales. En contextos de conflicto armado, por 
ejemplo, la salida anticipada de los actores humanitarios puede resultar en nuevos ataques por parte de 
actores armados y la pérdida de vidas humanas. En emergencias relacionadas con la escasez de alimentos 
como las muchas que se presentaron en la región del Sahel en la década los ochenta del siglo pasado y que 
se siguen presentando actualmente, la salida temprana de los actores humanitarios y/o la llegada tarde de los 
actores para el desarrollo también ha significado pérdida de vidas humanas.

Entre la acción humanitaria y la acción para el 
desarrollo: Tensiones para la protección del 
derecho a la educación.
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En todos estos contextos, la protección del derecho a la educación no solo puede ser pasada por alto por los 
actores humanitarios, dado su énfasis en proveer alimento, atención en salud y techo, sino también ignorada 
por los actores responsables de diseñar e implementar medidas de tránsito hacia el desarrollo. Pese a que 
la educación es un derecho que resulta exigible tanto en contextos de emergencia como de no emergencia, 
conforme se discutió en la sección previa, su importancia tiende a ser menoscabada en las intervenciones 
humanitarias y luego simplemente pasada por alto en la definición de prioridades en las intervenciones de 
tránsito hacia el desarrollo. Tácitamente, se acepta por un sector de los actores humanitarios que la educación 
puede esperar y que será atendida en las intervenciones de transición hacia el desarrollo.

La ‘racionalidad’ parece sencilla, en la emergencia humanitaria se salvan vidas, se provee atención médica 
a quienes están en riesgo de muerte y alimento a quienes pueden morir de inanición. 14 Sin hacerlo explícito, 
se acepta de  manera silenciosa que nadie va a morir por dejar de ir a la escuela. Lo que se ignora, como bien 
sugiere Amartya Sen (2002) en sus análisis sobre la importancia de los derechos en el desarrollo, es que la 
negación del derecho a la educación somete al individuo a la ignorancia y ello reduce significativamente su 
esperanza y calidad de vida presente y futura. La negación del derecho a la educación puede no matar en 
términos de la pérdida de la vida física, pero va eliminado poco a poco y por generaciones, las posibilidades de 
llevar una vida en que el individuo disfrute plenamente de sus derechos.

Con respecto a quienes son responsables del diseño de operaciones humanitarias y de desarrollo, determinar 
el punto de superación de una emergencia humanitaria supone la identificación del nexo entre emergencia 
y desarrollo. La definición de dicho nexo es problemática en la medida en que debe responder a dinámicas 
propias de la emergencia y a las dinámicas institucionales de respuesta.

En el contexto específico de emergencias asociadas al desplazamiento de personas, por ejemplo, Zetter (2020) 
define dicho nexo como un enfoque multisectorial; adoptado por múltiples agencias para responder a las 
denominadas ‘crisis de refugiados’. Su objetivo fundamental es buscar mecanismos de complementariedad 
entre las intervenciones humanitarias y las intervenciones de desarrollo considerando una amplia gama de 
aspectos como las fuentes financieras de recursos, tiempo de asistencia y la identificación de prioridades de 
intervención (Zetter, 2020). La idea fundamental, como bien plantea Zetter (2020), es establecer mecanismos 
de coordinación entre asistencia humanitaria de corto plazo y estrategias de desarrollo sostenible que 
fortalezcan la capacidad de resiliencia de las personas refugiadas y las comunidades en que se encuentran 
asentadas.

14  Es oportuno recordar que, con arreglo a los principios humanitarios, presentes por ejemplo en la Convención de Ginebra sobre 
Refugiados de 1951, la acción humanitaria debe regirse por los principios de humanidad, neutralidad, imparcialidad e independencia.©
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La necesidad de superar las tensiones entre lo humanitario y el desarrollo y de buscar alternativas de 
complementariedad entre las dos, ha venido ganando mayor espacio en las agendas de organismos 
humanitarios (UNHCR, 2010; UNEG-HEIG, 2018; Save the Children, 2018; UNICEF, 2019), agencias 
multilaterales para el desarrollo (World Bank 2017 & 2019), y personas dedicadas a la academia y a la 
investigación (Sande Le, 2017; Zetter, 2020). Dicha preocupación no solo emerge como respuesta a la 
creciente demanda  de recursos financieros para atender crisis humanitarias sino también al creciente interés 
de los distintos actores para asegurar medios de vida sostenibles para las personas que enfrentan dichas 
emergencias y las comunidades en las que se asientan. En otros términos, y siguiendo con el ejemplo de 
emergencias asociadas al desplazamiento forzado de personas, lo que se busca es que las mismas transiten 
de la emergencia a lo que se denomina soluciones duraderas. Dependiendo de si las personas buscan refugio 
dentro o fuera de su país, la transición de los humanitario al desarrollo se enfoca en la búsqueda de una de tres 
alternativas: repatriación/retorno; reasentamiento en un lugar distinto al de asentamiento de emergencia; e 
integración local (IASC 2010).

Cualquiera sea la solución, la cual debe diseñarse e implementarse con arreglo a los criterios de voluntariedad, 
seguridad, y dignidad; y cualesquiera sean los tiempos de transición entre lo humanitario y el desarrollo, el 
derecho a la educación debe ser plenamente respetado, protegido y garantizado.

En consecuencia, las medidas para hacer la educación un derecho real del que los individuos puedan disfrutar 
en el día a día, deben estar presentes en los planes humanitarios, los planes de transición, y los planes de 
desarrollo. En todos estos planes, es fundamental que existan claras responsabilidades para los distintos 
momentos de las intervenciones, responsables de la ejecución de las acciones, mecanismos de monitoreo 
y seguimiento, participación efectiva de las comunidades interesadas, y recursos humanos, técnicos y 
financieros para la puesta en marcha de las mismas.

La pregunta de cuando una emergencia termina, sin embargo, no es una tarea sencilla. Esta demanda un 
profundo conocimiento sociológico tanto del contexto en el que la emergencia tiene lugar como de la posibilidad 
de que los factores que la causan sean mitigados y/o quizás superados. Para ilustrar, la pregunta de cuando 
el desplazamiento causado por conflictos armados  internos o internacionales termina, ha ocupado la agenda 
de organizaciones humanitarias, organizaciones de desarrollo, hacedores de políticas y académicos por 
varias décadas (Mooney, 2005; Martin and Mooney, 2007; Kälin, 2008; IASC, 2010; Pérez, 2010; Fagen, 2011; 
Ferris and Halff, 2011; Ferris, 2013). Desde el punto de vista práctico, parece muy claro determinar cuando la 
emergencia del desplazamiento empieza y existen, en algunos países, medidas comprensivas para responder 
a dicha emergencia. Los protocolos humanitarios, expresados por ejemplo en los Principios Rectores para el 
Desplazamiento Interno, plantean los componentes de la ayuda humanitaria. En general, proveer de medidas 
inmediatas para poner a la población civil a salvo, y brindarles, durante el tiempo de la emergencia, atención 
humanitaria. Dependiendo del contexto, de la capacidad financiera de los Estados y los actores humanitarios, 
por supuesto sumado a su voluntad política de actuar, dicha asistencia puede incluir no solo techo, acceso 
a agua y comida, sino también prestación de servicios de salud física y psicológica, y educación. Dichos 
Principios, al igual que la legislación de algunos países que la han incorporado a su normativa interna, incluso 
prescriben medidas de transición entre la emergencia y la superación de la emergencia, y lo que en ocasiones 
se conoce como la superación de la emergencia.
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15 Las propuestas de asistencia con una fuerte orientación hacia el desarrollo, las cuales vinculan  a un gran número de actores humanitarios, 
organismos de desarrollo y organismos privados, parecen sin embargo estar tomando fuerza en los últimos años como bien sugieren 
iniciativas como el Pacto Global para Refugiados y el Marco de Respuesta Global para los Refugiados (véase Zetter, 2020).

La aplicación de este sencillo esquema de política es en realidad complejo de llevar a la práctica. Como bien 
sugiere Zetter (2020; 354) en su análisis sobre las tensiones entre la acción humanitaria y las políticas de 
desarrollo en contextos de desplazamiento forzado, “muchos intentos se han realizado en las últimas tres 
décadas para promover y coordinar la respuesta de actores humanitarios y de desarrollo, pero dichos esfuerzos 
han tenido poca tracción”. 15 No solo es difícil, por ejemplo, determinar la duración de un conflicto armado y 
la magnitud de personas afectadas, sino el periodo de tiempo que los Estados  y los actores humanitarios 
tardaran en atender dicha emergencia y la coordinación entre distintos actores. Los casos de los miles de 
familias palestinas que fueron desplazadas de sus tierras en 1948 y de las familias colombianas que fueron 
desplazadas desde comienzos de los años ochenta y que aun claman su derecho por regresar a sus lugares 
de origen, son solo dos ejemplos de lo prolongadas que pueden tornarse las emergencias humanitarias y de la 
necesidad de establecer claros nexos entre las medidas de emergencia y desarrollo desde las fases iniciales.

Estos dos ejemplos ponen en cuestión las dificultades de esquemas rígidos de planeación para la ayuda 
humanitaria y para la transición hacia el desarrollo. Como bien sugieren los ejemplos de Palestina y Colombia, 
no es fácil diseñar e implementar intervenciones humanitarias para conflictos y crisis de más de setenta años, 
ni tampoco determinar cuando termina el rol de los actores humanitarios y comienza el de las agencias de 
desarrollo. En la práctica, en este tipo de situaciones, la acción humanitaria y la acción para el desarrollo no 
solo deberían de diseñarse en paralelo sino complementarse en su implementación. En algún sentido se trata 
de avanzar en diseñar intervenciones humanitarias con enfoque de desarrollo. Esto es, medidas que no solo 
contemplen las necesidades inmediatas y de corto plazo, sino medidas de mediano y largo plazo orientadas a 
la recuperación de los medios de vida de la población y a la efectiva protección de sus derechos.

Las tensiones entre las diferentes modalidades de intervención y la necesidad de buscar mecanismos 
fuertes de coordinación y complementariedad entre ellas no solo aplican a contextos de conflictos armados 
y desplazamiento forzado. También se observan en los casos de desastres y emergencias asociadas con 
el cambio climático. Sin embargo, en algunos de estos casos, la duración de la emergencia parece mucho 
más viable de determinar. Este podría ser el caso de emergencias relacionadas con la temporada de 
huracanas o incendios forestales. La duración de sus efectos sobre la vida de las personas y la magnitud de 
las intervenciones tanto humanitarias como desarrollo requeridas para proteger la vida de las personas y 
promover la recuperación de sus medios de vida, sin embargo, pueden tornarse igualmente complejas. Dicha 
tarea se complica cuando las emergencias de repiten con cierta periodicidad. Las sequias y las consecuentes 
hambrunas y desplazamiento de miles de personas en la región del Sahel, previamente mencionada, pueden 
ilustrar dichas complejidades. Hoy no solo se repiten, sino que amenazan a un número mayor de personas 
que enfrentan el riesgo de morir de inanición. Es como una emergencia que se vuelve permanente, y ahí 
nuevamente, el reto para los actores humanitarios es desarrollar intervenciones en educación cuando la 
gente está muriendo de hambre.

En líneas más generales, lo que resulta fundamental para los actores que realizan intervenciones humanitarias 
y de desarrollo es entender que las emergencias humanitarias responden en general a más de una causa y que 
ello determina en buena medida la duración de la mismas y la capacidad de las comunidades de enfrentar dichas 
emergencias con sus propias estrategias. El desplazamiento de personas, dentro y fuera de las fronteras, por 
ejemplo, responde, generalmente, a la confluencia de múltiples causas. Entre otras, emergencias asociadas a 
desastres y cambio climático (McAdam, 2010), la fragilidad de los gobiernos (Betts, 2013) y conflictos bélicos 
internos o internacionales (Martin, Weerasinghe & Taylor, 2014). El reto fundamental es entonces entender 
el nexo entre lo humanitario y el desarrollo en todos estos diferentes contextos. Somalia, por ejemplo, ha 
experimentado múltiples desplazamientos en las últimas décadas y no todos responden a una misma causa. 
Conflictos armados, sequias, inseguridad alimentaria, fragilidad en la respuesta estatal, entre otras, parecen 
confluir en todas estas crisis humanitarias (Zetter, 2020). La superación de todos estos factores estructurales, 
por supuesto, rebasa la capacidad de los actores humanitarios  de brindar atención médica, proveer agua 
y alimentos, construir alojamientos temporales y ofrecer alternativas para continuar con los procesos 
educativos. En otros términos, parte de la solución pasa por la forma como los actores de desarrollo se suman 
a dichos esfuerzos desde los primeros síntomas de las emergencias y por cómo se reconocen y alientan los 
propios esfuerzos de las comunidades para superar dichas crisis. En todas estas dinámicas, como bien sugiere 
Zetter (2014), es importante que tanto actores humanitarios como de desarrollo promuevan la participación 
técnica y financiera de los sectores corporativos y que se preste especial atención a intervenciones que 
promuevan el desarrollo de las capacidades de las personas afectadas de hacer frente a dichas crisis.
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¿Pero cuál es el rol del derecho a la educación en esta discusión? En primer lugar, el derecho a la educación 
parece estar ausente en los momentos iniciales de la respuesta tanto de los actores humanitarios como de los 
actores de desarrollo. La idea de que la emergencia es temporal y que por ello no es necesario adoptar medidas 
en educación ha llevado a que las personas que huyen de conflictos, por ejemplo, abandonen la escuela en 
grandes números y nunca regresen. Como bien sugieren trabajos sobre los impactos del desplazamiento 
sobre las condiciones de vida, incluidas las oportunidades en educación, la mayoría de quienes abandonan 
la escuela en contextos de crisis tienden a enfrentar múltiples formas de exclusión y quedar atrapados 
en trampas de pobreza por generaciones (Arboleda et al., 2004; Holtzman and Nezam, 2004; Bennett & 
McDowell, 2012). Una vez han abandonado la escuela, la respuesta se torna más compleja y limitada. Personas 
que no asistieron la escuela en la edad esperada difícilmente retornan a la escuela y ven su derecho a la 
educación permanentemente frustrado. Siendo adultos,  sus posibilidades para demandar jurídicamente su 
derecho a la educación se ve seriamente limitada y la alternativa en muchos casos parece reducirse a la figura 
de educación para el trabajo y formación técnica. Estas pueden aumentar sus posibilidades laborales, pero 
parecen ofrecer pocas alternativas de movilidad social.

Después de varias décadas de intentos de fortalecer los mecanismos de coordinación entre la acción 
humanitaria y la acción para el desarrollo, los retos continúan. Las barreras para hacer efectiva dicha 
coordinación en terreno parecen seguir siendo las mismas. Como bien sugiere Zetter (2020: 355), estas 
parecen estar asociadas a la “dificultar de diseñar e implementar un coherente y comprensivo marco para 
ejecutar respuestas orientadas por el desarrollo que envuelvan los intereses de muchos actores y gobiernos, 
como la necesidad de establecer efectivos mecanismos financieros para su ejecución”.
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Con base en las reflexiones conceptuales presentadas a lo largo del texto, esta sección plantea una serie de 
preguntas que buscan ayudar al debate entre los y las participantes del seminario. Las mismas están pensadas 
tanto para identificar los retos y tensiones para la protección efectiva del derecho a la educación en contextos 
de emergencia y de transición hacia el desarrollo, como para para empezar a identificar posibles puntos de 
consenso y divergencia entre los y las participantes del seminario.

•	 ¿Son suficientes los marcos legales vigentes, en particular los que guían la acción humanitaria, 
para hacer exigible el derecho a la educación en contextos de emergencia?

•	 Principales desafíos para abordar el derecho a la educación, a la vida, a la alimentación, a un 
techo,... de manera integral.

•	 ¿En qué medida el tipo y magnitud de la emergencia determinan la posibilidad de diseñar e 
implementar operaciones humanitarias guiadas por un enfoque de desarrollo?

•	 ¿Cuáles son los principales retos de coordinación inter agencial para respetar, proteger y 
garantizar el derecho a la educación antes, durante y después de la emergencia?

•	 ¿Existen estándares/criterios para determinar la salida de los actores humanitarios de terreno? 
¿Aplican dichos estándares para las intervenciones en educación?

•	 ¿Cuáles son las limitaciones de dichos estándares/criterios para garantizar el derecho a la 
educación en crisis prolongadas?

•	 ¿Cómo garantizar la participación informada y efectiva de las personas afectadas por las 
emergencias en la planeación de las políticas educativas tanto en los momentos de la 
emergencia como en la planeación de acciones para la transición y superación de la misma?

Algunas cuestiones para una posterior discusión.
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